Tutela segunda instancia

Actora: Jazmín Andrea Carvajal Valderrama
Decisión: Confirma


[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DUAL DE DECISION PENAL
Magistrado  Ponente:
LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, primero (1º) de septiembre de dos mil diez (2010)
Hora: 5:00 p.m.
      Aprobado por Acta No. 572.
Radicación
:

 
66001-31-09-006-2010-00035-01

Accionante:



Jazmín Andrea Carvajal Valderrama
Accionado:


Cafesalud E.P.S-S. – Salud Pereira E.S.E. y Secretaría de Salud Departamental de Risaralda
Procedencia:

Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira

Derechos:


Salud, vida y dignidad humana.
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la representante de la E.P.S.-S Cafesalud, contra el fallo de 15 de julio de 2010 mediante el cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad concedió la tutela de los derechos fundamentales invocados por la actora.
ANTECEDENTES:
Manifestó la adolescente referida que por padecer de gastritis crónica le han ordenado desde hace tres años una endoscopia y una biopsia en virtud de prescripción médica emitida en el puesto de Salud de Villa Santana en esta ciudad, cuya orden presentó en el Hospital de Kennedy para su autorización, donde le informaron que debía llevarla al Hospital San Jorge, mas allí no le fue autorizado ese procedimiento.
Asegura que durante un episodio de crisis por dolor y vómito con sangrado, fue llevada al Hospital de Kennedy donde le dijeron que debía practicarse los exámenes con urgencia, pero transcurrió el tiempo y aún no le autorizaba la realización de la endoscopia y la biopsia, por lo que considera vulnerados sus derechos fundamentales.

SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Una vez integrado el contradictorio, se adoptó fallo mediante el cual se analizó lo atinente al hecho superado y a la carencia de objeto, en virtud de haber emitido la E.P.S.-S. Cafesalud la respectiva autorización para que se le practicara el procedimiento reclamado, y advirtió que por su condición de tal, se le debe brindar integralidad en la prestación del servicio, por lo que emitió orden en tal sentido para el tratamiento de su enfermedad gastritis crónica, previa la declaratoria de protección de los derechos de la joven Jazmín Andrea Carvajal.
IMPUGNACIÓN
La Administradora de la agencia de Cafesalud E.P.S.-S. en esta ciudad no comparte lo decidido y aduce que se le condenó a un tratamiento integral, lo que considera una medida exagerada porque no se identifica qué servicios comprenderá y no se acreditó que ésta entidad hubiera negado en forma deliberada o injustificada los servicios a la accionante.
Agregó que cuando se trata de servicios no P.O.S.-S corresponde asumirlos a los entes territoriales, dada la complejidad del asunto para lo cual acude a su red de prestadores de servicios y solicita que su representada sea excluida de tal prestación.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Compete a esta Corporación abocar el estudio de rigor para establecer: (i) si la E.P.S.-S Cafesalud vulneró los derechos fundamentales invocados por la demandante, (ii) si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como lo solicita la impugnante, o (iii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN:

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Materia de decisión para esta Colegiatura, la constituye la pretensión de la entidad accionada, en el sentido de que se revoque el amparo concedido a la menor Jazmín Andrea Carvajal Valderrama, para la protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la vida y a la dignidad humana, vulnerados con la omisión por no autorizar un procedimiento para el tratamiento de su enfermedad ‘gastritis crónica’.
Se infiere de la carga probatoria, que encontrándose en trámite esta acción, Cafesalud E.P.S.-S., emitió la autorización a favor de la actora con destino a sociedad Radiólogos Asociados, para realizarle la endoscopia de vías digestivas alta con biopsia, tal como se le había prescrito con alguna anterioridad, para con base en tal resultado, proseguir el tratamiento médico.
Con fundamento en lo anterior, se estimó que podría devenir la figura conocida como hecho superado, sin embargo, se aplicó el principio de integralidad para reconvenir a la entidad prestadora del servicio de salud y precisarle que debe suministrar la atención completa a la actora en el tratamiento de su enfermedad, decisión que se constituyó en el objeto de la inconformidad.
La determinación que se revisa no puede considerarse como excedida, si se tiene en cuenta la advertencia consignada en la providencia que se revisa, en el sentido de que dicha entidad inicialmente le negó la prestación del servicio a la actora y que si bien la autorización se expidió el 2 de julio, con lo cual reparó del daño, esto ocurrió a instancias de encontrarse la tutela en curso, luego sí se estaba presentando una afectación a los derechos fundamentales de la menor Jazmín Andrea Carvajal.
Además, por encontrar perfecto acomodo al caso materia de análisis, la Sala prohíja la jurisprudencia constitucional indicada por el a quo, frente a la aplicación del principio de integralidad referido a la salud, con la finalidad de garantizar plenamente éste derecho fundamental, de manera que comprenda el suministro de medicamentos, procedimientos quirúrgicos, tratamientos de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y demás componentes hasta obtener el restablecimiento en la salud de la paciente
, tal como pacíficamente lo tiene sentado la Guardiana de la Carta.
De tal suerte que corresponde a la entidad accionada como Administradora del Régimen Subsidiado en Salud, atender de manera pronta, oportuna y eficaz a la menor Jazmín Andrea, en aras de garantizarle sus derechos, y no es de recibo omitir el suministro de los servicios excluidos del plan obligatorio de salud, como lo depreca la representante de Cafesalud E.P.S.-S., con el pretexto de que debe ser trasladada tal responsabilidad al ente territorial departamental.
Esto, por cuanto precisamente la decisión impugnada aparejó la autorización para que la accionada proceda a efectuar el recobro respectivo frente a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda por el 100% de tales servicios que le preste. Pero téngase en cuenta que existe una sanción para la entidad en el evento de no proceder de esa manera, porque si es obligada por efectos de un incidente de desacato en caso de reticencia, pierde un 50% en la posibilidad del recobro, conforme lo señala la ley 715 de 2001 y lo ha consignado la jurisprudencia constitucional
.
De otra parte, no resulta atendible la pretensión de la recurrente en el sentido de que se revoque la orden de prestación integral del servicio médico a la menor accionante, además porque cuando se ordenó la misma, ésta se refirió al tratamiento de la enfermedad ‘gastritis crónica’ que padece la joven Jazmín Andrea, luego no puede el Juez de tutela, precaver qué tratamiento no P.O.S.-S., requerirá la paciente como para circunscribirlo a ciertos procedimientos o medicamentos, ya que depende de los profesionales de la medicina determinar el tratamiento a seguir, eso sí dentro del marco de la enfermedad en virtud de la cual se impartió la orden.
De todas maneras, huelga precisar que cuando la empresa promotora emite una orden para la práctica de un procedimiento en salud –cuyo destinatario sea persona jurídica diferente- la peticionaria debe procurar que en efecto se practique el servicio solicitado, y la responsabilidad de la entidad prestadora no se reduce a emitir un documento sino a que se haga y debe verificar el procedimiento o examen solicitado.
Con todo, encuentra la Colegiatura que en la forma como se concibió e hizo los ordenamientos por el fallador de primera instancia, estuvo atinado y por ende se le acompañará con la ratificación del fallo impugnado.

DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:
Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









      Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ        MARIA EUCARIS PARRA JARAMILLO
Magistrado
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